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La percepción de la ciudadanía en orden al incremento de la delincuencia, obliga a adoptar una serie de medidas que, en su conjunto e individualmente, tiendan a perfeccionar no sólo las facultades punitivas judiciales sino también las de carácter preventivo policial.

Durante la vigencia del Código Procesal Penal, se ha puesto de manifiesto la necesidad de introducir algunos ajustes a su normativa, con el objeto de adecuarla a la realidad delictiva y a la sensación de impunidad que, según diversos estudios, las personas manifiestan. Especialmente, si apreciamos la realidad de hoy, en que los llamados "encapuchados", actúan con total impunidad, produciendo daños en la propiedad pública y privada y atemorizando a la población.

Una de las razones que ha conducido al estado actual de la situación, es el sistemático recorte y estrechamiento de las facultades de las policías en su labor de prevención del delito.

En ese orden, el citado Código Procesal Penal ha recogido del derecho comparado la figura del control de identidad, regulándola en términos acuciosos pero insuficientes para el cumplimiento de sus objetivos. Tan así es, que en la realidad se observa que las policías conservan, en esta materia, arraigadas prácticas heredadas de regulaciones anteriores e, incluso, se abstienen del uso de estas herramientas legales por temor a que su proceder sea juzgado como abusivo.

Por ello es que proponemos ciertas modificaciones al artículo 85 del mencionado cuerpo legal, que se ocupa precisamente del control de identidad, con el objeto de, por una parte, establecer un marco legal claro para el ejercicio de las facultades policiales y, por otro, precisar los derechos de la persona requerida de identidad según el caso de que se trate.

En relación con la primera finalidad, se propone eliminar la primera parte del inciso final del artículo 85, por resultar inoficiosa y redundante la referencia al abuso en el procedimiento de identificación y su sanción de acuerdo con el artículo 255 del Código Penal, pues el delito allí descrito, se juzgará ejecutado siempre que concurran los elementos que lo componen, lo exprese o no el citado artículo 85 del Código Procesal Penal. Por el contrario, su presencia en la disposición que se pretende modificar, constituye una verdadera amenaza para los funcionarios policiales que, así intimidados, podrían abstenerse de realizar estos procedimientos en los calificados casos en que la propia norma lo permite.

En el mismo orden de ideas y mirando también a la segunda de las finalidades señaladas, se distinguen las hipótesis de negativa a identificarse e imposibilidad material de hacerlo, manteniendo la figura de la "conducción" a la unidad policial para el segundo caso, y sustituyéndola por la de detención en el primero. Al efecto, se precisa que los derechos del detenido para fines de identificación serán los mismos que el artículo 93 contempla para el imputado, asi como todos los demás que le reconocen las leyes.

Además de esclarecer en qué casos los funcionarios policiales pueden detener y en cuáles conducir a una persona con fines de identificación, la modificación propuesta no altera sustantivamente la situación de hecho que afectará al requerido, pues una vez identificado en la unidad policial más cercana, el detenido deberá ser puesto en libertad.

En este sentido, se aclara también que, tratándose del "conducido" la policía no lo pone en libertad una vez identificado, pues no se encuentra en calidad de detenido, sino que se pone fin al procedimiento.

El fundamento dogmático de esta modificación radica en la consideración de que la identificación personal a requerimiento de la autoridad policial constituye una verdadera carga pública que el ordenamiento jurídico impone a las personas para el mantenimiento del orden y seguridad públicos.

En razón da las consideraciones expuestas, venimos en someter a la consideración de esta Honorable Cámara, el siguiente,

PROYECTO DE LEY

ARTÍCULO ÚNICO.- Sustitúyase el artículo 85 del Código Procesal Penal, por el siguiente:

"Artículo 85.- Control de Identidad. Los funcionarios policiales señalados en el artículo 83 podrán, además, sin orden previa de los fiscales, exigir la identificación de cualquier persona en casos fundados, tales como la existencia de un indicio de que ella hubiere cometido o intentado cometer un crimen, simple delito o falta, de que se dispusiere a cometerlo, o de que pudiere suministrar informaciones útiles para la indagación de un crimen, simple delito o falta. La identificación se realizará en el lugar en que la persona se encontrare, por medio de documentos de identificación expedidos por la autoridad pública, como cédula de identidad, licencia de conducir o pasaporte. El funcionario policial deberá otorgar a las persona facilidad para encontrar y exhibir estos instrumentos.

Durante este procedimiento, la policía podrá proceder al registro de las vestimentas, equipaje o vehículo de la persona cuya identidad se controla.

Si, habiendo recibido las facilidades del caso, la persona no pudiere identificarse satisfactoriamente, el funcionario policial la conducirá a la unidad policial más cercana para fines de identificación. En dicha unidad se le darán las facilidades para procurar una identificación satisfactoria, por otros medios distintos de los ya mencionados, poniendo término al procedimiento, en caso de obtenerse dicho resultado.

En caso de negativa de una persona a acreditar su identidad o tratándose de personas que se encuentren encapuchadas, el funcionario policial procederá a detenerla en forma inmediata, para realizar los procedimientos de identificación en la unidad más cercana, requiriendo el desenmascaramiento inmediato para su más rápida identificación. A tal efecto, se le tomarán huellas digitales, las que solo podrán ser usadas para fines de identificación y, cumplido este propósito, serán destruidas y la persona puesta en libertad. La persona detenida por esta causa, gozará de todos los derechos y garantías que le confieren las leyes, particularmente los señalados en el artículo 93 de este Código.

En ningún caso estos procedimientos podrán extenderse, en su conjunto, por un lapso superior a seis horas, transcurridas las cuales se pondrá término al procedimiento o la persona que ha estado sujeta a ellos será puesta en libertad, según el caso".









